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En nuestro acontecer diario es común ver anuncios en la televisión, radio, periódicos o revistas cargados de contenido discriminatorio y falto de coherencia con los principios de un Estado de Derecho como lo es Costa Rica. A pesar de ello, en los últimos años se han encaminado acciones en la búsqueda por dar una solución a este grave problema de exclusión de algunas poblaciones que radican en territorio costarricense.

Quizá una de las acciones más importantes que se han ejecutado en materia de acceso a justicia en Costa Rica la constituye la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, el 26 de mayo de 2008 por parte de la Corte Plena del Poder Judicial, (artículo II del acta N° 17-2008), dándole la tarea a la Comisión de Acceso a la Justicia de desarrollar acciones institucionales encaminadas a mejorar las condiciones de acceso a la justicia para estas poblaciones.

Pero, ¿qué se entiende por condición de vulnerabilidad? Para nuestro caso, se entiende como “vulnerabilidad” un estado o situación en el cual las personas, por motivo de las condiciones económicas (pobreza o extrema pobreza), sociales (nacionalidad, género, religión, educación, estado emocional) y otras (como la persecución por parte del Estado u  grupos armados, acoso familiar),  tienen disminuida la posibilidad de hacer efectivos sus derechos.  Por tanto, se pueden incluir dentro de esta categorización a niños, niñas y adolescentes; personas migrantes o refugiadas; personas con discapacidad; víctimas de delito; entre otras.

Y ¿quién ejecuta acciones para mejorar el acceso a la justicia? Las acciones son formuladas desde distintas oficinas y/o instancias del mismo Poder Judicial, responsables de la promoción de políticas, estrategias y proyectos para la implementación de las Reglas. Estas pueden desarrollar acciones interinstitucionales o interdepartamentales para implementar las acciones que requiera el cumplimiento de los principios y metas de este compromiso internacional. 

Dentro de las estrategias seguidas está la delimitación de los sectores de la población que se consideran en condición de vulnerabilidad. Dentro de las poblaciones consideradas como vulnerables encontramos:

· Niñas, niños y adolescentes: Con acciones encaminadas al fortalecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes para hacer realidad su acceso a la justicia por parte del Poder Judicial. 
· Personas adscritas a la Ley Penal Juvenil: En concordancia con las Reglas de Brasilia, la edad es un determinante clave para decir que una persona está bajo condición de vulnerabilidad; de ahí el compromiso de desarrollar acciones que permitan la realización a cabalidad de los derechos reconocidos dentro del ordenamiento jurídico nacional para población menor de edad sometida a un proceso penal juvenil.
· Personas adultas mayores: Se generan acciones y pautas a seguir por parte de los funcionarios y funcionarias  judiciales para que el acceso al sistema de justicia por parte de las personas adultas mayores, tales como las modificaciones al sistema de información, trato prioritario o el cambio en el color del expediente (marrón).  
· Personas con discapacidad: La mejora en la atención de las personas con alguna discapacidad se respalda en el cumplimiento de lo estipulado en la Ley 7600 “Igualdad de Oportunidad para las personas con discapacidad” y de las directrices y reglamentos emitidos de la Comisión de Acceso a la Justicia, con lo que se desarrollan acciones para disminuir los obstáculos al hacer uso de los servicios judiciales (rampas, demarcaciones, atención preferencial, tecnología para el acceso a la información, entre otros.). 
· Personas diversas sexualmente: Es una materia reciente a tratar dentro de la agenda en acceso a justicia del Poder Judicial; sin embargo el Subcomité a su cargo ha identificado puntos críticos para el acceso a justicia de  personas con distintas orientaciones sexuales para garantizar el pleno goce de sus derechos; para ello se aprobó por Corte Plena el 19 de septiembre de 2011 la “Política respetuosa de la diversidad sexual”.
· Personas Migrantes y Refugiadas: La población migrante o refugiada también se ve afectada por la falta de cumplimiento de sus derechos como individuos. Actualmente existe una política institucional para facilitar su  acceso a la justicia y se están ejecutando estrategias y acciones para generar un ambiente de confianza entre estas y el Poder Judicial, así como planes de capacitación a lo interno para fortalecer las capacidades institucionales en la atención especializada a esta población.
· Personas Privadas de Libertad: Las personas pueden ser privadas temporalmente de su derecho al libre tránsito, pero no al goce del resto de sus derechos, garantías y libertades. Por tanto, se hace necesario asegurar mecanismos que les permitan acudir a la justicia para defender otros derechos como por ejemplo, el derecho a una alimentación sana, a la salud íntegra y equilibrada, al no maltrato y abuso del poder por parte de las autoridades carcelarias, entre otras. 
· Pueblos Indígenas: Con miras a garantizar el respeto de la cultura de estos pueblos se están encaminando acciones para que los servicios prestados les sean verdaderamente accesibles, ello mediante el facilitamiento de intérpretes para trámites judiciales, el pago de viáticos de transporte y alimentación para que la distancia no sea un obstáculo para el acceso a la justicia, así como la utilización de peritajes culturales. Por otra parte, se está buscando la manera de establecer oficinas judiciales en zonas aledañas a las reservas indígenas.
· Víctimas del Delito: Esta área de trabajo ya ha venido siendo tratada con la "Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal" y  la Oficina de Atención y Protección a Víctima del Delito (OAPVD). Además, se ha dado un fomento a los servicios prestados mediante atención psicológica individual, protección procesal y extraprocesal, asistencia social y otros. 
Es fundamental que como costarricenses busquemos el desarrollo de oportunidades para todos los habitantes del país, independientemente de su procedencia, credo, orientación sexual, mental o física. Es importante que se eliminen falsas conciencias sobre la condición de estas personas y los supuestos impactos negativos que estas personas pueden tener sobre nuestro vivir diario. 

Además, se debe recordar que vivimos en un Estado de Derecho, que debe velar por el bienestar de todos los individuos. Entonces, por qué no recordar, por ejemplo, los que nos dice la Ley General de Migración y Extranjería Nº 8764, en su artículo 31 “Toda persona extranjera tendrá el derecho de acceso a la justicia, al respeto de las garantías del debido proceso, al derecho de defensa y al derecho de petición y respuesta”· 

Con la adopción e implementación de las Reglas de Brasilia se van fortaleciendo poco a poco las vías para garantizar el disfrute de los derechos para todas las personas en Costa Rica.  Esto permite que se vayan generando espacios de discusión y protección de las y los individuos en condición de vulnerabilidad, que exista un sentimiento de concientización de que todas y todos somos iguales y gozamos de las mismas obligaciones y garantías para nuestro desarrollo íntegro como personas. 
Ante ello, es que desde el Poder Judicial se busca generar un ambiente de confianza, respeto y humildad hacia las personas en condición de vulnerabilidad, generando vías para que éstas verdaderamente se sientan sujetas de derecho y que, de este modo, no vean obstaculizadas sus potencialidades para un desarrollo pleno como individuos; todo esto mediante acciones que presentan un trasfondo hacia la no discriminación, el reconocimiento del principio de dignidad humana, de la comunicación asertiva con la persona usuaria, del respecto y reconocimiento de los derechos fundamentales. 

